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Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL VIII  
 

EDWARD NAZARIO 
OTERO 

 

Recurrida 
 

v. 

 
NIMAY AUTO CORP.; 

COMPAÑÍA 
ASEGURADORA ABC 

 

Peticionaria 

 

KLCE202100210 

CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de Primera 

Instancia, Sala 
Superior de Bayamón 
 

Caso Núm.:  
BY2018CV00337 

 
Sobre: Despido 
injustificado (Ley 80-

1976). 

 

Panel integrado por su presidenta la Jueza Domínguez Irizarry, el 
Juez Vázquez Santisteban y la Jueza Álvarez Esnard. 

 
Álvarez Esnard, jueza ponente.  
 

 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de abril de 2021. 

Comparece ante nos Nimay Auto Corp. (“Nimay” o 

“Peticionaria”) mediante Petición de Certiorari presentada el 25 de 

febrero de 2021, para solicitar que revoquemos la Resolución emitida 

y notificada el 18 de febrero de 2021, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Bayamón. En virtud de la misma, el foro de 

instancia denegó la solicitud de sentencia sumaria presentada por 

la Peticionaria.  

Por los fundamentos expuestos a continuación, DENEGAMOS 

la expedición del recurso de epígrafe.  

I. 

El 15 de mayo de 2018, Edward Nazario Otero (“Recurrido”) 

presentó Querella en contra de la Peticionaria, al amparo de la Ley 

de Procedimiento Sumario de Reclamaciones Laborales, Ley Núm. 2 

de 17 de octubre de 1961 (“Ley 2”). Consta en la misma que, el 

Recurrido acumuló tres causas de acción; la primera por despido 

injustificado; y la segunda una reclamación de pago por concepto de 

horas extras. No obstante, la tercera causa de acción versa sobre la 
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liquidación de vacaciones alegadamente adeudada al Recurrido. Así, 

el 16 de mayo de 2020, la Peticionaria presentó Contestación a 

Querella.   

Tras varios incidentes procesales, el 14 de junio de 2020, 

Nimay presentó Moción de Sentencia Sumaria, particularmente en 

cuanto a la causa de acción por despido injustificado y la 

reclamación de horas extras.  

En síntesis, la presente moción solicita, 
respetuosamente, que con el solo fin de simplificar el 
proceso de litigio, este Honorable Tribunal resuelva que 

procede la desestimación de las reclamaciones de 
epígrafe debido a que: (a) el Querellante fue cesanteado 

por justa causa; (b) aunque Nimay tenía otros 
concesionarios, no se cumplen con los requisitos de la 
Ley 4, infra, para que Nimay tuviera la obligación de 

transferirlo a otro concesionarios [sic]; y de todas 
formas, en ninguno de los otros concesionarios había 
disponible otra posición como la del querellante ni 

tampoco una posición similar; (c) el querellante era un 
empleado exento, por lo cual la reclamación de horas 

extras es improcedente. Moción de Sentencia Sumaria, 
presentada 14 de junio de 2020, pág. 1, Apéndice, pág. 
69.  

 

Consecuentemente, el 20 de junio de 2020, el Recurrido 

presentó Moción solicitando que se dicte sentencia parcial por la vía 

sumaria, en virtud de la cual arguyó el despido injustificado e instó 

reclamación de horas extras. En apretada síntesis, solicitó que el 

foro de instancia declarara sin lugar las defensas afirmativas de 

prescripción y exención sobre la reclamación de horas extras. 

Además, solicitó al foro a quo que emitiera una determinación de 

derecho en torno a quien corresponde el peso de la prueba en una 

acción de despido injustificado conforme al derecho vigente.   

Así las cosas, el Tribunal de Primera Instancia emitió 

Resolución el 5 de febrero de 2021, notificada el 18 de febrero de 

2021. En esta, el foro de instancia denegó resolver la controversia 

trabada, por la vía sumaria por entender que había controversias de 

hecho. No obstante, declaró que el peso de la prueba en caso de 
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despido injustificado recae sobre el patrono, según dispone el 

ordenamiento jurídico vigente.  

Inconforme, el 25 de febrero de 2021, Nimay acudió a este 

Foro mediante Petición de Certiorari. En su recurso, la Peticionaria 

incluye los siguientes señalamientos de error: 

A. ERRÓ CRASAMENTE EL TPI AL EXPONER COMO HECHOS 

CONTROVERTIDOS LOS SIGUIENTES: 7, 15, 16, 22, 24, 27, 32, 
33, 34, 35 Y 36, TODA VEZ QUE ESTOS HECHOS NO SON OTRA 

COSA, SINO QUE LAS PROPIAS ADMISIONES DEL 

QUERELLANTE EN SU DEPOSICIÓN. 

B. ERRÓ EL TPI AL HABER PASADO POR ALTO Y NO HABER 

RESUELTO LA CONTROVERSIA SOBRE LA JUSTA CAUSA QUE 
TUVO NIMAY PARA CESANTEAR AL QUERELLANTE POR RAZÓN 

DEL CIERRE PERMANENTE DEL CONCESIONARIO EN EL CUAL 

TRABAJABA EL QUERELLANTE.  

C. ERRÓ EL TPI AL DETERMINAR QUE EXISTEN CONTROVERSIAS 

DE HECHOS QUE IMPIDEN QUE SE RESUELVA SI EL 

QUERRELLANTE ERA O NO UN EMPLEADO EXENTO, A PESAR 
DE QUE TAN SIQUIERA INDICA CUÁLES SON LAS 

CONTROVERSIAS. DE LOS HECHOS INCONTROVERTIDOS DE 

ESTE CASO Y DE LAS PROPIAS ADMISIONES DEL 

QUERELLANTE SURGE QUE POR SUS FUNCIONES ERA UN 

EMPLEADO EXENTO Y POR TANTO QUE ES IMPROCEDENTE SU 

RECLAMACIÓN POR HORAS.  

D. ERRÓ EL TPI AL NO RESOLVER QUE LA RECLAMACIÓN DE 

HORAS EXTRAS DE EPÍGRAFE SE ENCUENTRA PRESCRITA, A 

PESAR DE QUE POR VIRTUD DE LA LEY 4, EL QUERELLANTE 

SOLO PUEDE RECLAMAR HORAS EXTRAS POR EL ÚLTIMO AÑO 

TRABAJADO Y NO POR LOS TRES AÑOS COMO ERA ANTES DE 
LA VIGENCIA DE LA REFERIDA LEY 4. EN SU RESOLUCIÓN EL 

TPI HACE UNA INTERPRETACIÓN INCORRECTA Y CONFUSA 

SOBRE LAS LEYES 4 Y LA LEY 180, INFRA.  

E. EL TPI INCURRE EN UNA VIOLACIÓN CONSTITUCIONAL AL 

DEBIDO PROCESO DE LEY DE NIMAY AL UTILIZAR UNA OPINIÓN 
DEL DEPARTAMENTO DE JUSTICIA PARA IR POR ENCIMA DE LO 

ESTABLECIDO EN LA LEY 4 CON RESPECTO A SOBRE, QUIEN 

RECAE EL PESO DE LA PRUEBA EN UNA RECLAMACIÓN POR 

DESPIDO INJUSTIFICADO.  

 

 El 15 de marzo de 2021, el Recurrido presentó Oposición a 

que se expida el auto de certiorari. Con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes, pasamos a evaluar el derecho 

aplicable.  

II. 

A. Recurso de Certiorari 

“[U]na resolución u orden interlocutoria, distinto a una 

sentencia, es revisable mediante certiorari ante el Tribunal de 

Apelaciones”. JMG Investment v. ELA et al., 203 DPR 708, 718 

(2019). “El recurso de certiorari es un vehículo procesal discrecional 
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que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las 

determinaciones de un foro inferior”. 800 Ponce de León v. AIG, 2020 

TSPR 104, 205 DPR __, pág. 2 (2020)(Cita omitida).  

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil establece que el recurso 

de certiorari solo se expedirá cuando se recurra de: (1) una 

resolución u orden sobre remedios provisionales o injunction o (2) 

la denegatoria de una moción de carácter dispositivo. 32 LPRA Ap. 

V, R. 52.1. Por excepción, se puede recurrir también de (1) 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos o peritos; (2) asuntos 

de privilegios; (3) anotaciones de rebeldía; (4) en casos de relaciones 

de familia, o (4) en casos que revistan interés público. Íd. De igual 

manera, puede revisarse “cualquier otra situación en la cual esperar 

a la apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia”. Íd.  

Los límites a la facultad revisora del foro apelativo tienen como 

propósito evitar la dilación que causaría la revisión judicial de 

controversias que pueden esperar a ser planteadas a través del 

recurso de apelación. Véase Scotiabank v. ZAF Corp. et al., 202 DPR 

478, 486-487 (2019). 

No obstante, la discreción del tribunal apelativo en este 

aspecto no opera en un vacío ni sin parámetros. Véase Mun. de 

Caguas v. JRO Construction, 201 DPR 703, 712 (2019). La Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

40, señala los criterios que se deben tomar en consideración al 

evaluar si procede expedir un auto de certiorari. Estos criterios son: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, 
son contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.       
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 

craso y manifiesto en la apreciación de la 
prueba por el Tribunal de Primera Instancia.   

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los 
cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 
elaborados. 
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(E) Si la etapa del procedimiento en que se 
presenta el caso es la más propicia para su 

consideración.  
(F) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 
indebido del pleito y una dilación indeseable en 
la solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa evita un fracaso de la 
justicia.      

 

El Tribunal Supremo ha expresado que la discreción es “una 

forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una conclusión justiciera”. Mun. de Caguas v. JRO 

Construction, supra, págs. 712-713 (Cita omitida).  

El foro apelativo debe ejercer su facultad revisora solamente en 

aquellos casos que se demuestre que el dictamen emitido por el foro 

de instancia es arbitrario o constituye un exceso de 

discreción. Véase Meléndez v. Caribbean Int’l. News, 151 DPR 649, 

664 (2000). 

B. Revisión de Resoluciones Interlocutorias de Procedimiento 

Sumario Laboral 
 

Al amparo de la Ley 2, “la parte afectada por la sentencia 

dictada . . . podrá acudir mediante auto de certiorari al Tribunal de 

Apelaciones, . . .”. 32 LPRA sec. 3121 (Énfasis suplido). Por tanto, 

como regla general, este Tribunal no puede revisar resoluciones 

interlocutorias en casos bajo la Ley 2.  

En consecuencia, la parte que pretenda 
impugnar tales resoluciones interlocutorias deberá 
esperar hasta la sentencia final e instar contra ella el 

recurso pertinente a base del alegado error cometido. 
De este modo se da cumplimiento a la médula del 
procedimiento analizado y, por otro lado, no queda 
totalmente desvirtuado el principio de economía procesal 
ya que, si tenemos en cuenta la rapidez con que 

sobrevienen los escasos eventos procesales previstos 
por la Ley Núm. 2 veremos que la parte podrá revisar en 

tiempo cercano los errores cometidos. Dávila, Rivera v. 
Antilles Shipping, Inc., 147 DPR 483, 497 (1999)(Énfasis 

suplido)(Escolio omitido). 
 

Específicamente, nuestro Tribunal Supremo ha establecido lo 

siguiente: 
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[L]a revisión de resoluciones interlocutorias es contraria 
al carácter sumario del procedimiento laboral. Sin 

embargo, este Tribunal señaló que esta norma no es 
absoluta. Exceptuamos de la prohibición aquellas 

resoluciones dictadas por un tribunal sin jurisdicción y 
aquellos casos extremos en los cuales los fines de la 

justicia así lo requieran. Particularmente, este Tribunal 
señaló que procede la revisión inmediata cuando 
hacerlo dispondría del caso en forma definitiva o 

cuando tenga el efecto de evitar una grave injusticia. 
Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 

733 (2016)(Énfasis suplido)(Citas omitidas). 
 

Es decir, existen tres excepciones a la norma: (1) cuando el 

foro de instancia actúa sin jurisdicción; (2) cuando la revisión 

inmediata dispondría de la totalidad del caso; y (3) cuando la 

revisión evite una grave injusticia. Véase, también, Ortiz v. Holsum, 

190 DPR 511, 517 (2014); Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., 

supra, pág. 498. En ausencia de estas circunstancias, la parte 

afectada tendrá que esperar a una sentencia final para levantar sus 

señalamientos en apelación. Véase Dávila, Rivera v. Antilles 

Shipping, Inc., supra, pág. 497. 

III. 

Expuesto el marco jurídico, examinamos los planteamientos 

esbozados por la Peticionaria, en la Petición de Certiorari incoada. 

Del expediente de autos, no surge fundamento alguno por el cual 

debamos expedir el auto de certiorari al amparo de la norma 

prevaleciente en los casos bajo la Ley 2. Tras un examen detenido 

del expediente, concluimos que no están presentes las excepciones 

que nuestro Tribunal Supremo ha reconocido para ejercer nuestra 

jurisdicción sobre resoluciones interlocutorias en casos bajo el 

proceso sumario laboral dispuesto en la Ley 2. 

En primer lugar, no estamos ante un caso en el que el foro 

primario haya actuado sin jurisdicción ni se ha invocado la 

excepción de grave injusticia. En segundo lugar, la Peticionaria 

recurre ante esta Curia de la denegatoria de una sentencia sumaria 

que, de haberse concedido, disponía solo de dos de las tres causas 
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de acción contenidas en la querella. Como corolario a ello, la 

“revisión inmediata” del caso de marras no dispondría de la totalidad 

del pleito. Por tanto, no está presente la excepción dispuesta 

mediante el caso Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., supra. Es 

evidente que, aun con nuestra intervención, quedaría pendiente la 

causa de acción sobre la liquidación de vacaciones sobre la cual las 

partes no presentaron moción dispositiva.   

A tenor con lo anterior, Nimay recurre de una resolución 

interlocutoria en un caso al amparo de la Ley 2 sin establecer que 

aplique alguna de las excepciones que faculten a este Foro intervenir 

en esta etapa. Por tanto, no podemos intervenir. 

IV. 

Por los fundamentos expuestos, DENEGAMOS la expedición 

el recurso de epígrafe.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


